CONTRADICCIÓN DE TESIS 352/2015

CONTRADICCIÓN DE TESIS 352/2015.

ENTRE LAS SUSTENTADAS POR el SEGUNDO Y EL TERCER tribunal colegiado en materia CIVIL del TERCER circuito, EL SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DE SÉPTIMO CIRCUITO Y EL PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL NOVENO CIRCUITO.
ponente: ministra norma lucía piña hernández

SECRETARIo: mauricio omar sanabria contreras

Ciudad de México. Acuerdo de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, correspondiente a la sesión del día seis de julio de dos mil dieciséis.
V I S T O S, los autos, para dictar sentencia en la contradicción de tesis 352/2015.

R E S U L T A N D O

1. PRIMERO. Denuncia de la contradicción. Mediante oficio 232/2015 dirigido al Presidente de la Primera Sala de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, los magistrados integrantes del Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, denunciaron la posible contradicción de tesis entre el criterio sostenido por ese órgano jurisdiccional, al resolver el amparo directo 441/2015, y el emitido por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito al resolver la revisión principal 415/2014; el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito, en el amparo directo 678/2033 del que derivó la tesis de rubro: “EMBARGO. PARA SU TOTAL CANCELACIÓN ES NECESARIO, ADEMÁS DEL TRANSCURSO DEL TÉRMINO DE TRES AÑOS CONTADOS A PARTIR DE LA FECHA DE SU INSCRIPCIÓN, QUE ESE LAPSO COINCIDA CON LA ABSOLUTA INACTIVIDAD PROCESAL POR IGUAL TIEMPO IMPUTABLE AL ACTOR (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE VERACRUZ)”; así como por el Primer Tribunal Colegiado del Noveno Circuito en el amparo directo 4/1997 del que derivó la tesis de rubro: “REGISTRO PÚBLICO DE LA PROPIEDAD, CANCELACIÓN DE EMBARGOS INSCRITOS EN EL. CARGA DE LA PRUEBA”.
2. SEGUNDO. Trámite de la denuncia de contradicción de tesis. El Ministro Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, mediante acuerdo de catorce de diciembre de dos mil quince, admitió a trámite la denuncia de contradicción de tesis y la registró con el número 352/2015. Asimismo, señaló que el presente asunto está relacionado con la diversa contradicción de tesis 130/2015; ordenó solicitar a la presidencia de los Tribunales Colegiados contendientes, la remisión de la respectiva ejecutoria de sus índices e informaran si estaban o no vigentes sus criterios; de igual forma, ordenó el envío de los autos para su estudio a la ponencia de la Ministra Olga María Sánchez Cordero de García Villegas.
3. TERCERO. Returno. Mediante acuerdo de cuatro de enero de dos mil dieciséis, emitido por el Ministro Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, y con fundamento en lo dispuesto por el artículo 14, fracción II, párrafo primero, primera parte de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, se ordenó el returno del presente asunto a la ponencia de la señora Ministra Norma Lucía Piña Hernández, para la elaboración del proyecto de resolución correspondiente.

4. Por acuerdo de dos de marzo de dos mil dieciséis, el señor Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Presidente de la Primera Sala, determinó que esta se avocara al conocimiento del recurso y, una vez que el expediente estuviera integrado, ordenó enviar los autos a ponencia.
C O N S I D E R A N D O
5. PRIMERO. COMPETENCIA. Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, es parcialmente competente para conocer y resolver la presente denuncia de contradicción de tesis, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 107, fracción XIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, acorde con el criterio sustentado por el Tribunal Pleno en la tesis del rubro: “CONTRADICCIÓN DE TESIS ENTRE TRIBUNALES COLEGIADOS DE DIFERENTE CIRCUITO. CORRESPONDE CONOCER DE ELLAS A LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 107, FRACCIÓN XIII, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, REFORMADO MEDIANTE DECRETO PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 6 DE JUNIO DE 2011)”
, 226, fracción II, de la Ley de Amparo y 21, fracción VIII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en relación con los puntos Primero, Segundo y Tercero del Acuerdo General 5/2013, emitido por el Pleno de este Alto Tribunal y publicado en el Diario Oficial de la Federación, el veintiuno de mayo de dos mil trece, en virtud de que se trata de una denuncia de contradicción de tesis suscitada entre criterios de Tribunales Colegiados de distinto Circuito, en un tema que, por su naturaleza civil, corresponde a la materia de la especialidad de esta Primera Sala.
6. SEGUNDO. LEGITIMACIÓN. La denuncia de contradicción de tesis proviene de parte legitimada, de conformidad con lo previsto por los artículos 107, fracción XIII, párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 227, fracción II, de la Ley de Amparo, al haberse realizado por los magistrados integrantes del Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, que sostuvo el criterio contendiente con otros tribunales colegiados de circuito.

7. TERCERO. Posturas Contendientes. El planteamiento central de la denuncia de contradicción de tesis, infiere dos posturas antagónicas. 

8. Por una parte, el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito determinó que sí procede la cancelación, por caducidad, de un registro preventivo de embargo ante el Registro Público de la Propiedad, por el simple transcurso del tiempo, sin exigir que concurra con la falta de impulso procesal en el juicio de donde emane, porque la legislación registral no prevé esa condicionante; en cambio, el Tercer Tribunal Colegiado de la misma materia y circuito, así como el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito y el Primer Tribunal Colegiado del Noveno Circuito, al analizar uno de los requisitos para que proceda la cancelación de una anotación registral preventiva, consideraron que no bastaba el simple transcurso del tiempo, sino que era necesario que además se actualizara una inactividad procesal del juicio de donde derivó la orden de inscripción.

9. Hecha esta breve aproximación, se procede a establecer los criterios contendientes. 
Primera postura

10. Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, al resolver el amparo directo 441/2015, por ejecutoria de veintisiete de noviembre de dos mil quince.

11. El acto reclamado consistió en la sentencia que confirmó la apelada, dictada en el juicio sumario civil 78/2014, mediante la cual se pretendía la cancelación de la anotación preventiva de embargo, ordenado en diverso juicio ejecutivo mercantil 1855/2006, con base en que se había extinguido por caducidad. 

12. El tribunal colegiado otorgó el amparo para el efecto de que se obsequiara la cancelación de embargo por caducidad solicitada, con base en los siguientes argumentos: 

12.1. El once de julio de dos mil seis se ordenó al Registro Público de la Propiedad y de Comercio del Estado de Jalisco, la anotación del embargo practicado en el juicio ejecutivo mercantil, el cual fue ingresado en la oficina registral el doce de julio de esa anualidad; por ende, resultaba aplicable la Ley del Registro Público de la Propiedad del Estado de Jalisco, publicada el tres de febrero de dos mil uno, y su reglamento publicado el dos de agosto de ese año, así como el Reglamento del Registro Público de la Propiedad del Estado de Jalisco, de veintiséis de marzo de mil novecientos ochenta y seis (sic). 

12.2 El artículo 40, fracción II, de la ley registral, y 91 del Reglamento del Registro Público establecían que el embargo tenía el carácter de anotación preventiva. 

12.3. El artículo 126 de la ley registral disponía que las anotaciones preventivas se extinguían por cancelación, por caducidad o por conversión en registro. El primero, por voluntad de las partes que originaron el acto; el segundo por la pérdida de vigencia y el tercero, por su transformación de anotación preventiva o provisional a definitiva. 

12.4. El artículo 41 de la ley registral establecía que las anotaciones preventivas tendrían una vigencia de tres años (cuando la ley no estableciera un término específico) el cual podría refrendarse dentro del mismo plazo. Así, la cancelación de la anotación procedería al vencimiento del plazo originario o de los refrendos. 

12.5. Los artículos 127 de la ley registral y 54 de su reglamento, disponían que la cancelación debía seguirse judicialmente en vía incidental, si el solicitante era parte del juicio, o en juicio sumario, en los demás casos, cuando el peticionario no fuera parte.

12.6. En el caso, la anotación preventiva perdió su vigencia, por el solo transcurso del tiempo, sin que hubiera sido refrendado en su oportunidad ni en acto posterior a su vencimiento, por lo cual resultaba procedente su cancelación. 

12.7. La cancelación por caducidad no exige que se demuestre la falta de impulso procesal en el juicio de donde emana, al no exigirlo la normatividad vigente aplicable en esa entidad federativa, que discrepa de la codificación civil del Distrito Federal, en el que sí se exige que concurra el transcurso del tiempo de la época del asiento con la inactividad procesal en el juicio. 

12.8. Destacó que mientras que la legislación vigente aplicable exigía para presumir el interés en la conservación del derecho objeto de la anotación preventiva, el que se solicitara su refrendo, directamente ante la autoridad administrativa y mediante el pago de los derechos correspondientes, otras legislaciones exigen el impulso procesal en el juicio de donde emanan. 

12.9. Por ende, consideró inaplicable la jurisprudencia de rubro: “EMBARGO JUDICIAL. EL TÉRMINO PARA QUE OPERE LA CADUCIDAD POR INACTIVIDAD PROCESAL QUE GENERA EL DERECHO A SOLICITAR LA CANCELACIÓN TOTAL DEL ASIENTO RELATIVO EN EL REGISTRO PÚBLICO DE LA PROPIEDAD, ÚNICAMENTE PUEDE INTERRUMPIRSE MEDIANTE LA PRESENTACIÓN DE PROMOCIONES QUE CONLLEVEN IMPULSO PROCESAL (LEGISLACIÓN DEL DISTRITO FEDERAL)”, así como los criterios provenientes de otras legislaciones que regulaban en distintos términos las cancelaciones de las anotaciones preventivas.

Segunda Postura

13. Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito. En sesión de treinta y uno de marzo de dos mil quince, resolvió el amparo en revisión 415/2014
, en el que determinó confirmar la sentencia recurrida y negar la protección constitucional que se solicitó en contra de la sentencia interlocutoria de catorce de julio de dos mil catorce, emitida por la Tercera Sala del Supremo Tribunal de Justicia del Estado, la que, a su vez, confirmó la resolución de primera instancia, que declaró improcedente el “incidente de levantamiento de embargo y cancelación de su inscripción en el Registro Público de la Propiedad”. La cancelación del embargo, en este caso, también fue solicitada de manera incidental en la etapa de ejecución de la sentencia que puso fin al aludido juicio.
14. En el análisis de fondo, el Tribunal Colegiado de Circuito calificó de ineficaces los agravios expuestos por la parte recurrente, porque si bien era cierto que en relación con el tema de la caducidad del registro de un embargo precautorio, debió acudirse a la ley especial, como son la Ley del Registro Público de la Propiedad del Estado de Jalisco, así como a su Reglamento, lo cierto era que aun así subsistía la negativa de amparo decretada por el Juez de Distrito.
15. El órgano Colegiado sostuvo que, efectivamente, los artículos 41 y 131, fracción IV, de la Ley del Registro Público de la Propiedad del Estado de Jalisco, establecen que para la cancelación de la inscripción del embargo, únicamente se impone como requisito que transcurran tres años y que no se prorrogue la inscripción en los términos de ley; no obstante, consideró que no bastaba el solo transcurso del plazo citado, sino que era menester que éste coincidiera con una inactividad procesal absoluta en el juicio de origen. En apoyo de esta conclusión citó la jurisprudencia de la otrora Tercera Sala de esta Suprema Corte, de rubro: “REGISTRO PÚBLICO, CANCELACIÓN DE INSCRIPCIONES DE EMBARGOS EN EL”; la cual, dijo, era perfectamente aplicable a la Ley del Registro Público de la Propiedad del Estado de Jalisco.

16. El Tribunal Colegiado de Circuito estableció que si bien en el caso analizado se estaba interpretando el artículo 131, fracción VI, de la Ley del Registro Público de la Propiedad del Estado de Jalisco, lo cierto era que “el antecedente remoto del citado numeral” lo era el diverso numeral 2974, fracción VI, del Código Civil del Estado de Jalisco, vigente hasta el trece de septiembre de mil novecientos noventa y cinco, que disponía "Podrá pedirse y deberá ordenarse en su caso, la cancelación total: … VI.- Cuando tratándose de una cédula hipotecaria o un embargo hayan transcurrido tres años desde la fecha de su registro". Que aunque la jurisprudencia de referencia se resolvió a partir de diversos preceptos del Código Civil para el Distrito y Territorios Federales en Materia Común, y para toda la República en Materia Federal (artículo 3,032 al 3,034) lo cierto era que resultaba aplicable al caso.
17. Así, concluyó que aun cuando la Ley del Registro Público de la Propiedad del Estado de Jalisco establecía que la cancelación de la inscripción del embargo practicado sobre los bienes inmuebles en el juicio natural, sólo impone como requisito el transcurso de tres años y que no se prorrogue la inscripción en los términos de ley; no bastaba el solo transcurso del término citado, sino que era necesario –conforme al criterio de esta Suprema Corte– que coincidiera con una inactividad procesal absoluta imputable al actor. 

18. Criterio anterior que ese Colegiado reiteró al resolver el amparo en revisión 126/2015, en ejecutoria de veintinueve de mayo de dos mil quince.

19. Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito, al resolver el amparo en revisión civil 678/2003, por ejecutoria de once de marzo de dos mil cuatro.
20. El acto reclamado consistió en la resolución que confirmó la apelada, recaída en el incidente de cancelación de embargo, en los autos del juicio ordinario civil **********.
21. El embargo quedó inscrito el diecisiete de agosto de mil novecientos noventa y nueve.

22. El Tribunal consideró esencialmente que, de acuerdo con lo establecido por el artículo 2965, fracción VI, del Código Civil del Estado de Veracruz, interpretado por la Suprema Corte, en la jurisprudencia de rubro: “REGISTRO PÚBLICO, CANCELACIÓN DE INSCRIPCIONES DE EMBARGOS EN EL” y tesis de la voz: “REGISTRO PÚBLICO, CANCELACIÓN DE INSCRIPCIONES DE EMBARGO EN EL (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE VERACRUZ)”, resulta insuficiente el sólo transcurso del tiempo de tres años para la cancelación, ya que ello debe coincidir con una absoluta inactividad procesal por el mismo tiempo, imputable al actor, que haga presumir que hubo novación, transacción o algún otro arreglo, que permita privar de fuerza al embargo.

23. Primer Tribunal Colegiado del Noveno Circuito. En sesión de seis de febrero de mil novecientos noventa y siete, resolvió el amparo directo 4/97.

24. El acto reclamado consistió en la sentencia dictada en el juicio extraordinario civil, mediante el cual se demandó la cancelación del embargo, por haber transcurrido el plazo de tres años desde su anotación, sin que se haya pedido su reinscripción por el embargante.

25. La inscripción del embargo se practicó el seis de diciembre de mil novecientos ochenta y nueve, derivado del juicio ejecutivo mercantil **********.
26. El tribunal colegiado sostuvo que, atento a lo dispuesto por el artículo 2861, fracción VI, del Código Civil del Estado de San Luis Potosí, y a la tesis de la otrora Tercera Sala de rubro: “REGISTRO PÚBLICO. CANCELACIÓN DE INSCRIPCIONES DE EMBARGO”, la cancelación de la inscripción del embargo exige que haya transcurrido el plazo legal desde su registro y la falta de promoción del actor por el mismo lapso.

27. La exigencia de la falta de impulso procesal resultaba necesaria para presumir que hubo algún tipo de arreglo, salvo prueba en contrario, cuya carga recaía en el actor, de tal suerte que, al solicitante le incumbía demostrar que había transcurrido el plazo de tres años desde la inscripción del embargo y al ejecutante le correspondía acreditar que impulsó el juicio en ese lapso, a efecto de interrumpir el término. 

28. Bajo este panorama fáctico, esta Primera Sala considera, en primer lugar, que la contradicción de tesis es (i) inexistente por lo que hace a los criterios emitidos de un lado, por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito y de otro, por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito y el Primer Tribunal Colegiado del Noveno Circuito; en segundo término, estima que (ii) está Suprema Corte carece de competencia para resolver sobre la denuncia de contradicción de tesis entre los criterios sustentados por el Segundo y Tercer Tribunales Colegiados en Materia Civil del Tercer Circuito. Lo anterior, como se demostrará en los considerandos siguientes.

29. CUARTO. Inexistencia de la contradicción de tesis. El Tribunal Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha considerado que la contradicción de tesis se actualiza cuando los Tribunales Colegiados de Circuito adoptan criterios discrepantes sobre un mismo punto de derecho con independencia de que las cuestiones fácticas que lo rodean no sean exactamente iguales. Para ello, es necesario que los órganos jurisdiccionales contendientes hayan examinado hipótesis jurídicas esencialmente iguales, y llegado a conclusiones encontradas respecto de la solución de la controversia planteada. 
 

30. En el caso, frente al problema jurídico planteado consistente en la cancelación del asiento registral de un embargo, el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito de un lado y de otro, el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito y el Primer Tribunal Colegiado del Noveno Circuito, analizaron disposiciones jurídicas divergentes, cada una de ellas con regulación específica y distinta para la cancelación del embargo, lo que dio lugar a una divergencia de criterios solamente aparente, pues no corresponden al mismo tratamiento legislativo.
31. Efectivamente, el Segundo Tribunal Colegiado del Tercer Circuito interpretó los preceptos legales que siguen: 
Ley del Registro Público de la Propiedad del Estado de Jalisco

“Artículo 40.- Serán objeto de registro preventivo dentro del registro inmobiliario:

(…) VII. Las providencias judiciales que ordenen el secuestro o prohíban la enajenación de bienes inmuebles y derechos reales;

Artículo 41.- Los registros preventivos, se considerarán válidos durante el tiempo que la Ley conceda para hacer el registro definitivo y, cuando no se señale término, su vigencia será de tres años, pudiendo refrendarse los mismos, dentro de dicho plazo, en los mismos términos en que el mismo fue practicado. 

Si el Registro definitivo se hiciere en su oportunidad, sus efectos continuarán los del registro preventivo, teniéndose el derecho por registrado desde la fecha de su anotación preventiva. 

Al vencimiento de los plazos a que se refiere el primer párrafo de este artículo podrá pedirse la cancelación de los registros preventivos, la que se hará a petición de parte que acredite tener interés jurídico, salvo los casos en que las leyes que dieron origen al acto registrado preventivamente, señalen expresamente, que dicha cancelación se hará por orden judicial.

Artículo 126.- Las anotaciones preventivas se extinguen por cancelación, por caducidad o por su conversión en registro. 

Artículo 127.- Podrán pedir la cancelación de un registro, las partes que hayan intervenido directamente en el acto o contrato de cuyo registro se trate, y cualquiera otra persona que resulte perjudicada por este registro; debiendo tramitarse judicialmente la solicitud respectiva en forma de incidente, cuando la cuestión surja entre las partes y lo registrado sea una demanda, un embargo o cualquier otro acto judicial, que no sea una sentencia, y en juicio sumario en todos los demás casos, salvo que alguna disposición especial establezca otra cosa.”

Reglamento de la Ley del Registro Público de la Propiedad del Estado de Jalisco.

“Artículo 54. Fuera del caso a que se refiere el artículo anterior, la cancelación de registro de cédula, embargo, secuestro o intervención del inmueble, sólo se hará por orden escrita de la autoridad competente.”
Reglamento del Registro Público de la Propiedad del Estado de Jalisco (publicado el veintiséis de marzo de mil novecientos ochenta y uno).

“Artículo 91.- Serán objeto de registro preventivo: 

(…) VI. Las cédulas hipotecarias, los secuestros, embargos o intervenciones de bienes inmuebles;”

32. De lo anterior obtuvo que la procedencia de la cancelación de las anotaciones o registro preventivo (de cuya característica participa el embargo), por cancelación, por caducidad o por conversión.
33. La caducidad por pérdida de la vigencia, ya por haber transcurrido el plazo de tres años originario, o por el vencimiento del lapso de los respectivos refrendos, significó que el marco jurídico del Estado de Jalisco estableció un mecanismo particular para evidenciar el interés del ejecutante en conservar la vigencia del asiento registral, esto es, mediante la solicitud del refrendo y pago de derechos, ante la propia autoridad administrativa.

34. Por su parte, el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito y el Primer Tribunal Colegiado del Noveno Circuito, al respecto, analizaron sus codificaciones civiles, a partir de cuyo contenido, consideraron la aplicabilidad de la jurisprudencia y tesis aisladas de la otrora Tercera Sala.
35. Los preceptos legales conducentes del Código Civil para el Estado de Veracruz vigente a la época del asiento registral del embargo, son los siguientes: 
De la extinción de las inscripciones
“ARTÍCULO 2962

Las inscripciones no se extinguen en cuanto a tercero, sino por su cancelación, o por el registro de la transmisión del dominio, o derecho real inscripto a otra persona.

ARTÍCULO 2963

Las inscripciones pueden cancelarse por consentimiento de las partes o por decisión judicial.

ARTÍCULO 2964

La cancelación de las inscripciones podrá ser total o parcial.

ARTÍCULO 2965

Podrá pedirse y deberá ordenarse en su caso, la cancelación total:

I.- Cuando se extinga por completo el inmueble objeto de la inscripción;

II.- Cuando se extinga también por completo el derecho inscripto;

III.- Cuando se declare la nulidad del título en cuya virtud se haya hecho la inscripción;

IV.- Cuando se declare la nulidad de la inscripción;

V.- Cuando sea vendido judicialmente el inmueble que reporte del gravamen en el caso previsto en el artículo 2260;

VI.- Cuando tratándose de una cédula hipotecaria o de un embargo, hayan transcurrido tres años desde la fecha de la inscripción.

ARTÍCULO 2966

Podrá pedirse, y deberá decretarse, en su caso, la cancelación parcial:

I.- Cuando se reduzca el inmueble objeto de la inscripción;

II.- Cuando se reduzca el derecho inscripto a favor del dueño de la finca gravada.

ARTÍCULO 2977

Las inscripciones preventivas se cancelarán no solamente cuando se extinga el derecho inscripto, sino también cuando esa inscripción se convierta en definitiva”.
36. Los artículos que interesan del Código Civil para el Estado de San Luis Potosí vigente en el momento en que se practicó la inscripción de embargo, rezan: 

De las Extinción de las Inscripciones
“ARTÍCULO. 2858.- Las inscripciones no se extinguen en cuanto a tercero, sino por su cancelación, o por el registro de la transmisión del dominio, o derecho real inscrito a otra persona.

ARTÍCULO. 2859.- Las inscripciones pueden cancelarse por consentimiento de las partes o por decisión judicial.

ARTÍCULO. 2860.- La cancelación de las inscripciones podrá ser total o parcial.

ARTÍCULO. 2861.- Podrá pedirse y deberá ordenarse en su caso, la cancelación total:

I.- Cuando se extinga por completo el inmueble objeto de la inscripción;

II.- Cuando se extinga por completo también el derecho inscrito;

III.- Cuando se declare la nulidad del título en cuya virtud se haya hecho la inscripción;

IV.- Cuando se declare la nulidad de la inscripción;

V.- Cuando sea vendido judicialmente el inmueble que reporte el gravamen en el caso previsto en el artículo 2155;

VI.- Cuando tratándose de un embargo, hayan transcurrido tres años desde la fecha de la inscripción.

ARTÍCULO. 2862.- Podrá pedirse y deberá decretarse, en su caso, la cancelación parcial:

I.- Cuando se reduzca el inmueble objeto de la inscripción;

II.- Cuando se reduzca el derecho inscrito a favor del dueño de la finca gravada.
ARTÍCULO. 2873.- Las inscripciones preventivas se cancelarán no solamente cuando se extinga el derecho inscrito, sino también cuando esa inscripción se convierta en definitiva.”
37. La regulación contenida en las codificaciones civiles anteriores evidencia la ausencia de las figuras de caducidad y refrendo de la inscripción de embargo, en tanto que, en forma similar disponen que la extinción de la inscripción procederá por el transcurso de tres años desde la fecha de su asiento registral.

38. Lo expresado revela los diferendos normativos considerados por los tribunales contendientes. La legislación del Estado de Jalisco reconoce la figura de caducidad del asiento registral del embargo, a partir de ello, se dijo que el interés en la conservación de su anotación (la vigencia del registro preventivo del embargo) requiere que el ejecutante refrende oportunamente el mismo; en cambio, las codificaciones sustantivas civiles de los Estados de Veracruz y de San Luis Potosí, no se advierte la cancelación por caducidad (la pérdida de la vigencia del asiento registral) y, por ende, no regulan el refrendo o reinscripción para conservar el embargo. 

39. Bajo ese contexto, la discrepancia entre las causas jurídicas para (i) cancelar el registro del embargo y (ii) para mantener la vigencia del registro, se erigen de forma relevante para el resultado interpretativo que informan las dos posturas divergentes. 

40. Ello, ante la falta de regulación de la caducidad de una anotación registral del embargo y la inexistencia del refrendo o reinscripción del mismo, en las mencionadas codificaciones civiles de los Estados de Veracruz y San Luis Potosí, que dieron pauta para aceptar la aplicación de la jurisprudencia y criterios de la otrora Tercera Sala, en cuanto a exigir la concurrencia de inactividad procesal en el juicio de donde deriva el embargo, para lograr su cancelación por el transcurso de tres años que preceptúan los artículos 2965, fracción VI, y 2861, fracción VI, respectivamente.

41. Tiene aplicación la jurisprudencia de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que esta Primera Sala comparte, del epígrafe siguiente:

“CONTRADICCIÓN DE TESIS. ES INEXISTENTE CUANDO LOS CRITERIOS JURÍDICOS SE BASAN EN DISPOSICIONES LEGALES DE CONTENIDO DIFERENTE. Es inexistente la contradicción de tesis cuando los Tribunales Colegiados examinan el mismo problema jurídico pero lo hacen fundándose e interpretando disposiciones legales distintas y no coincidentes, de tal suerte que, de lo sostenido por uno y otro tribunales, no puede surgir contradicción, pues para ello sería necesario que hubieran examinado el problema jurídico a la luz de un mismo dispositivo legal o de preceptos distintos pero que coincidan en cuanto a lo que establecen, y que hubieran sostenido criterios diversos”.
 

42. En tales condiciones, debe declararse inexistente la contradicción de tesis entre los criterios sostenidos por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito de un lado y de otro, el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito y el Primer Tribunal Colegiado del Noveno Circuito.
43. QUINTO. Incompetencia de esta Primera Sala. Una vez determinada la inexistencia de colisión de criterios, corresponde dirimir lo relativo a los criterios asumidos por el Segundo y Tercer Tribunales Colegiados en Materia Civil del Tercer Circuito.

44. En función de lo anterior, el determinar si existe o no posturas opuestas entre los criterios del Segundo y Tercer Tribunales Colegiados en Materia Civil del Tercer Circuito, ya no corresponde a la competencia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, ello en términos del primer párrafo de la fracción XIII del artículo 107 de la Constitución General, así como la fracción III del artículo 226 de la Ley de Amparo, debido a que se trata de dos tribunales del mismo circuito (tercer circuito judicial) y de la misma especialidad (materia civil), por lo que la competencia se surte a favor del Pleno en Materia Civil del Tercer Circuito, a quien deberán remitirse las constancias correspondientes para que conozca del asunto, a fin de que resuelva si existe contradicción entre los criterios emitidos por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, al resolver el amparo en revisión 441/2015, y el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, al resolver el amparo en revisión 415/2014 y 126/2015, y en su caso, resuelva lo que corresponda. 

45. Por lo expuesto y fundado, se resuelve:

R E S U E L V E
PRIMERO. Es inexistente la contradicción de tesis respecto de los criterios emitidos por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito y el Primer Tribunal Colegiado del Noveno Circuito, en términos del considerando CUARTO de esta resolución.
SEGUNDO. Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es legalmente incompetente para conocer de la denuncia de contradicción de tesis entre el Segundo y Tercer Tribunales Colegiados en Materia Civil del Tercer Circuito, en términos del considerando QUINTO de esta resolución.
TERCERO. Remítanse las constancias respectivas, al Pleno en Materia Civil del Tercer Circuito, para que en el ámbito de su competencia resuelva lo conducente, en términos de la parte final del considerando QUINTO de esta resolución.
Notifíquese; con testimonio de estas resolución a los Tribunales Colegiados contendientes y, en su oportunidad archívese este expediente como asunto concluido.

Así lo resolvió la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por mayoría de cuatro votos de los señores Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández (Ponente) y Presidente Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, por lo que se refiere a la competencia el Ministro José Ramón Cossío Díaz votó en contra, y en cuanto al fondo del asunto por unanimidad de cinco votos de los señores Ministros.
Firman los Ministros Presidente de la Sala y la Ponente con el Secretario de Acuerdos que autoriza y da fe.
PRESIDENTE DE LA PRIMERA SALA

MINISTRO ALFREDO GUTIÉRREZ ORTIZ MENA

PONENTE

MINISTRA NORMA LUCÍA PIÑA HERNÁNDEZ
SECRETARIO DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA

LICENCIADO JUAN JOSÉ RUIZ CARREÓN
Esta foja corresponde a la contradicción de tesis 352/2015.- Entre las sustentadas por el Segundo y el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito y el Primer Tribunal Colegiado del Noveno Circuito. Fallado el seis de julio de dos mil dieciséis en el sentido siguiente: “PRIMERO. Es inexistente la contradicción de tesis respecto de los criterios emitidos por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito y el Primer Tribunal Colegiado del Noveno Circuito, en términos del considerando CUARTO de esta resolución. SEGUNDO. Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es legalmente incompetente para conocer de la denuncia de contradicción de tesis entre el Segundo y Tercer Tribunales Colegiados en Materia Civil del Tercer Circuito, en términos del considerando QUINTO de esta resolución. TERCERO. Remítanse las constancias respectivas, al Pleno en Materia Civil del Tercer Circuito, para que en el ámbito de su competencia resuelva lo conducente, en términos de la parte final del considerando QUINTO de esta resolución.” Conste.
En términos de lo previsto en los artículos 3º, fracción II, 13, 14 y 18, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión pública se suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en esos supuestos normativos.
MOSC/rvh.
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